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			Prólogo

			Experiencias de Fiscalización 

			El largo camino hacia la Auditoría Superior del Distrito Federal

			El proceso evolutivo de la Ciudad de México hacia una condición jurídica y política acorde a los legítimos derechos de sus habitantes solo podrá ser posible a partir del progreso continuo de su marco normativo, pues es éste el que hace posible el soporte institucional que permitirá la realización de las legítimas aspiraciones de sus habitantes.

			En el camino hacia el perfeccionamiento normativo para dotar al Distrito Federal de instituciones públicas modernas, cobra especial relevancia el control que se pueda realizar sobre la función pública que tiene lugar cotidianamente desde las diferentes estructuras de los Poderes, los organismos autónomos y entes de la administración pública.

			Ahí donde hay recurso público, ahí tiene que haber un órgano que vele tanto por su correcta aplicación como por un ejercicio eficiente, oportuno y transparente, cumpliendo siempre con las metas planteadas por la propia administración pública, pero sobre todo en congruencia con los más altos valores de una sociedad que exige la urgente atención a sus necesidades desde las instituciones a las que ha otorgado su confianza.

			Por eso, la investigación que ha emprendido el doctor Pablo Trejo no podía haber llegado en un mejor momento, porque es ahora cuando nos estamos planteando como habitantes de una Ciudad de México en constante cambio el camino que queremos transitar para alcanzar una nueva etapa en el ejercicio de los derechos políticos, sociales y económicos.

			En la construcción de ese entramado normativo e institucional, la rendición de cuentas está llamada a tener un protagonismo estratégico para un proyecto social que se vislumbra desde ahora vanguardista frente a las instituciones existentes en el ámbito nacional como internacional.

			Con esa visión de vanguardia, el doctor Trejo ha emprendido una exhaustiva revisión de la tarea fiscalizadora, de sus fundamentos teóricos, de la experiencia histórica, de los modelos adoptados en nuestro continente y en otras latitudes, y con esos elementos nos expone de una manera muy reveladora las bases que a su juicio deberá tener el modelo propio que requerimos en la Ciudad de México.

			En la reingeniería de una entidad fiscalizadora para el Distrito Federal habrán de valorarse necesariamente los elementos que determinen su éxito para asegurar una correcta rendición de cuentas, la revisión oportuna de los informes financieros, el acceso a la información pública y la transparencia de los procesos en los diferentes niveles de la administración.

			Es por todos compartidos la noción de que la fiscalización es la herramienta esencial en el combate a la corrupción porque supervisa la conducta y las decisiones que adoptan quienes están al frente de las instituciones donde se ejerce el recurso público.

			La independencia de los órganos de fiscalización es también condición necesaria en la construcción de sociedades democráticas, pues es un signo de su fortaleza porque hace realidad el control de la función pública a partir de valores que esta investigación tiene especial cuidado en resaltar, como es la imparcialidad y la garantía de una actuación sin presiones de tipo político, económico o de otra naturaleza.

			Está muy claro para el doctor Trejo que el camino por recorrer hacia un control de la función pública más eficaz en la Ciudad de México tiene que pasar por el fomento a una autonomía operativa, financiera y administrativa, que además promueva la operación eficiente y eficaz de las instituciones, facilite la transparencia  de la administración y fortalezca la credibilidad hacia los servicios de auditoría y los informes de los organismos públicos.

			Pero en el camino hacia un nuevo modelo de fiscalización superior local, el autor nos muestra las limitantes reales a las que se enfrenta la autoridad que tiene esa responsabilidad, por lo que adquiere un gran valor que sugiera de igual manera las mejores estrategias para inhibir la corrupción en el conjunto de entes públicos a vigilar y estimular el cabal cumplimiento de las responsabilidades que tienen ante la sociedad.

			A partir de un recuento muy certero de la historia de la fiscalización en México es que podemos recordarnos que esta actividad tiene un bagaje que se ha enriquecido con experiencias internacionales, pero que toca ahora modernizarlo conforme es nuestro deseo avanzar hacia un nuevo orden jurídico y político para la Ciudad de México, porque necesariamente deberemos acompañarlo con la maduración de la cultura de la rendición de cuentas.

			Ese modelo de fiscalización habrá de vincularse también al que garantiza el acceso de cualquier persona a la información pública, pues son estas normas también las que han ido forjando una cultura de la transparencia tanto en la Ciudad de México como en el resto del país.

			Sin embargo, los grados de avance son diferenciados al hacer el análisis puntual tanto de las Constituciones como de las leyes secundarias que actualmente están vigentes en los estados de la República.

			De ahí que el camino que habrá de transitar nuestra Ciudad deberá retomar las mejores prácticas de fiscalización de otras entidades, y abra paso a un modelo local que nos ubique, una vez más, como punta de lanza en este proceso evolutivo de nuestro entramado institucional y democrático.

			Dip. Alejandra Barrales Magdaleno

			Presidenta de la Comisión de Gobierno

			Asamblea Legislativa del Distrito Federal

			V Legislatura

		


		
			Exposición de Motivos

			“…La libertad política es solo una idea relativa, 

			la necesidad de vivir es lo dominante en 

			los Estados  como en los individuos…”

			Niccolo Macchiavelli

			A partir de agosto de 2003 nuestra vida profesional se ha venido desarrollando dentro de la Administración Pública, ligada particularmente a la función sustantiva de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, como el Órgano Autónomo encargado de supervisar el gasto del Gobierno del Distrito Federal.

			A través de estas actividades que abarcan el amplio espectro de las políticas públicas, la formulación del plan de gobierno de cada sexenio; sus programas, con clara orientación social y humana, para resolver las demandas ciudadanas.

			Ocuparon dentro de estas actividades un papel relevante el participar en los debates para la formulación de los presupuestos para cada ejercicio anual; sus rangos de prioridades y aplicación directa, así como el imperativo de medición de los resultados obtenidos en función de sus objetivos, generales y específicos, que de manera tangible y verificable significan el mejoramiento en la calidad de vida de los habitantes y residentes el Distrito Federal.

			Con este bagaje de información, el cúmulo de técnicas administrativas que al socializarse como conocimiento en suma de experiencias colectivas han articulado un proyecto político de gobierno alternativo y diferente para el Distrito Federal, fue que nos hemos estado vinculando a diversos foros académicos donde se ha analizado el papel en los entes de Fiscalización Superior en nuestro país. 

			Es decir, por más de una década hemos vivido de cerca y palpado directamente el proceso de fiscalización, no solo en el Distrito Federal sino en otros espacios geopolíticos y con diversas situaciones económicas, sobre el uso los recursos públicos, tanto en sus aspectos normativos como en los sistemas y procesos de aplicación de los mismos, lo que nos permitió darnos cuenta que es necesario adaptar a la Institución fiscalizadora a los nuevos tiempos en los que vivimos. 

			Esta razón, aunque evidente, es básica para la supervivencia de la Contaduría Mayor de Hacienda del DF, y así salvaguardar el prestigio que ha adquirido en sus últimos 10 años de existencia. Partimos del principio de que el control, la supervisión y la fiscalización de los recursos públicos se han institucionalizado como parte medular del proceso de transición para la consolidación de nuestro sistema democrático Por ello podemos afirmar que la fiscalización en su concepto más integrador y definitivo se ha vuelto una de las fortalezas de nuestro sistema democrático. 

			La construcción de este nuevo escenario ha hecho que el Estado y la Sociedad demanden que hoy se brinde una vigilancia más completa y estricta, al propio tiempo que fomenta la eficacia y la rectitud en la aplicación de los recursos que son parte activa del patrimonio institucional y que de su adecuada aplicación, preservación e incremento depende en gran medida la modernización de su infraestructura, sus bienes y servicios, generadores de activos sociales que abaten los rezagos históricos y posibilitan la calidad de vida individual, familiar y comunitaria. 

			Por ello es necesario que los procesos de fiscalización se vuelvan hacia los servidores públicos para que respondan sobre la correcta disposición de los fondos que se les confían. 

			De esta forma, nuestro objetivo es presentar una serie de propuestas que ayuden al fomento de la correcta aplicación de los recursos públicos y la promoción de sanas prácticas administrativas en todas las instituciones del Gobierno el DF. 

			Buscamos así, marcar una diferencia con otras propuestas que ya se han realizado sobre esta problemática.

			Los planteamientos que presentamos se enfocan a la autonomía plena del Órgano Fiscalizador para decidir sobre su organización interna y los alcances de su función; a su autonomía técnica, que permitirá participar en proyectos para normar el control de los procesos de gestión el DF.

			A su ampliada labor de análisis de información presupuestal, financiera y contable que es adicional a la cuenta pública, debe incidir con mayor relevancia la planeación de plazos más cortos en las etapas de revisión para lograr resultados correctivos más oportunos.

			A las interfaces de orientación preventiva y correctiva que produce la fiscalización de recursos en manos de las entidades públicas deben corresponderse las de ampliación de sus facultades para sancionar directamente a los infractores.

			La autonomía de gestión significa que el órgano Superior de Dirección tendrá toda la libertad, pero también la responsabilidad para determinar los recursos internos necesarios de la entidad, humanos como materiales; y, consecuentemente presupuestales, a fin de elevar su profundidad y calidad.

			Tal responsabilidad lleva implícita la independencia requerida para planear y ejecutar sus verificaciones, sin atender a presiones de grupo o personas con evidentes o velados fines partidistas, políticos o de otra índole.

			Consideremos que es necesario revisar la cuestión de las auditorías en su sentido más amplio e integrador así como en sus singularidades más específicas por grados de volumen y complejidad en cuanto a la dinámica de los servicios públicos, los montos de inversión de obra pública y la adquisición de bienes y servicios.

			Es necesario que sus resultados de la fiscalización sean oportunos y permitan que la actuación de un gobierno productivo, responsable y dinámico, esté orientado a procurar el bienestar y el desarrollo de la población a la que sirve, que su quehacer institucional sea medible y cuantificable.

			La reducción de los tiempos, tanto para elaborar información como para analizar y, en algunos casos para cerrar revisiones dentro del concepto de la fiscalización sistémica orientada a la visión integral de la cuestión pública sólo será posible si se aplican racionalmente los medios electrónicos, así como las avanzadas técnicas de auditoría y análisis de estados contables.

			Estas propuestas, tienen como finalidad, hacer énfasis en el control preventivo y la mejora continua del prestigio y la reputación de la Contaduría Mayor de Hacienda del poder legislativo del Distrito Federal 

			Es necesario que nuestro actuar merezca aceptación y credibilidad plenamente sustentadas en la realidad verificable al que la ciudadanía tenga en todo momento acceso para constatar que el hacer y quehacer institucional sigue las rutas trazadas para la gobernabilidad con transparencia. 

			No se nos ocurre otro camino para ello que incrementar la calidad y confiabilidad en los procesos y técnicas, internos como externos, en los que concurran de manera directa los servidores públicos responsables ante los sujetos beneficiarios de su actuación, la ciudadanía en su conjunto, o más propiamente orgánica, a través de sus representaciones vecinales.

			Hemos de comprometernos con la objetividad que exige la responsabilidad profesional como institución y, a través de ella, con la ética de actuar con el objetivo de servir a la Ciudad de México como entidad federativa que si bien está a punto de alcanzar su constitucionalidad plena, requiere como piedra angular de la misma, que su fiscalización sea la columna vertebral.

			Que en la fiscalización de los recursos públicos del Distrito Federal, también se fundamenten en sus programas y los proyectos, siendo como es el principal centro de recaudación de recursos fiscales.

			Que el Distrito Federal como el centro político y económico del país que garantizan viabilidad y permanencia de gobernabilidad y estabilidad social, sigua sumando y multiplicando sus logros y realizaciones compartiéndolas con el conjunto de las entidades federativas que integran la Nación Mexicana. 

			Las tareas a desempeñar por la Contaduría Mayor de Hacienda de la ALDF no son sencillas ya que demandan vencer inercias y presiones de toda índole, a problemas estructurales como a los rezagos sociales preexistentes. 

			Ello exige de profesionalismo, para actuar con seriedad y visión. De capacidad, para convertirse en promotores de la modernización administrativa. De probidad, para ser un ejemplo de lo que se predica y, sobre todo, de un irreductible e indeclinable compromiso de actuar en apego al derecho que nos es propio como ciudadanos. 

			Estas tareas deben caracterizarse porque la certeza jurídica sea una constante materializada. El reto no es fácil, pero es indispensable abordarlo si se quiere una Ciudad y una gobernabilidad que esté a la altura de sus posibilidades, de sus potencialidades y sobre todo de la suma de talentos y capacidades de quienes, bien en el servicio público o bien como ciudadanía vigilante y bien informada, participen en la toma de decisiones y en la ejecución de acciones para el bienestar individual y colectivo.

			Vale aquí reiterar que para vencer inercias y vicios que desde el pasado arrastramos como fenómenos de corrupción e impunidad sólo podrán ser superados con herramientas tan potentes y bien actualizadas como la fiscalización porque de lo contrario corremos el riesgo cierto de caer en estancamientos o problemas mayores de desarticulación del tejido social, que como ya lo advertía Montesquieu en su obra visionaria, El Espíritu de las Leyes, “…Percibiríamos muy pronto una espantosa calma, durante la cual todo se aliaría en contra de la potencia que vulnera las leyes…”. 

			De ahí nuestra profunda convicción y el compromiso indeclinables de actuar y aportar, en éste como en otros trabajos, siguiendo la forma de pensamiento, con sustento en la razón, los avances científicos y tecnológicos, de los que ahora dispone el ser humano en su carácter de ciudadano, para mantener vigentes los principios de separación de poderes; la libertad de prensa y de palabra; de libertad religiosa; la libertad individual; del derecho de asociación; de la igualdad ante la ley; de la inviolabilidad de la propiedad y el domicilio; del derecho de petición; del libre consentimiento de los impuestos; de la proporcionalidad de las penas; de la no retroactividad de las leyes; el derecho de equidad y genero; la vigencia del Estado Laico; pero sobre todo del convencimiento de que solo educados en la libertad, formados con responsabilidad y conciencia crítica, podemos y debemos ser activos promotores de cambio y de un gobierno alternativo y diferente, donde la evolución sea plenamente democrática y de justicia para todos.

			Diciembre 2010.

		


		
			Capítulo I

			Antecedentes y particularidades 

			de la fiscalización 

			en la Ciudad de México

			La fiscalización es el proceso mediante el cual se lleva a cabo la revisión, inspección y evaluación exhaustiva de la gestión pública. Esta actividad es vital para comprobar si las entidades públicas o privadas que reciben recursos públicos los administran, manejan y asignan conforme a lo establecido en leyes, planes y programas vigentes.

			La fiscalización es una cuestión que ha ido adquiriendo importancia desde la construcción misma de los Estados. No es, por tanto, un tema local. A nivel internacional existen organizaciones encargadas de asegurar que la fiscalización sea un proceso independiente. Así, por ejemplo, en el marco de las Naciones Unidas, existe desde hace más de 40 años la INTOSAI —Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores, por sus cifras en inglés— que ha proporcionado un marco institucional que sirve para afrontar demandas cada vez más exigentes. De acuerdo con el lema de la INTOSAI, “Experientia mutua omnibus prodesta” el intercambio de experiencias entre los miembros de la INTOSAI y los consiguientes descubrimientos y perspectivas constituyen una garantía de que la auditoría gubernamental avanza continuamente hacia nuevas metas1. En América Latina existe, desde 1963, la OLACEFS. La Organización Latinoamericana y del Caribe de Entidades Fiscalizadoras Superiores es un organismo internacional, autónomo, independiente, apolítico y de carácter permanente. Nació ante la necesidad de un foro superior para intercambiar ideas y experiencias relacionadas a la fiscalización y al control gubernamental, así como al fomento de las relaciones de cooperación y desarrollo entre dichas entidades2. 

			El que estos Organismos existan, nos da una idea de lo importante que es para las sociedades el control al gobierno. Sin embargo, es importante destacar que hay varias formas de ejercer este control y que ello se debe a la estructura que adquieran los Órganos de Fiscalización Superior.

			Modelos de fiscalización

			En el mundo son reconocidos dos modelos o formas de operar la revisión y fiscalización de la gestión pública de los gobiernos centrales y regionales o locales. Esto se refiere a la forma en que los distintos Órganos encajan en la Constitución de sus respectivos países. Aunque cada Órgano de Fiscalización es distinto de otro, en general, hay dos modelos de organización: el modelo Europeo y el Estadounidense.

			Modelo Europeo

			El Modelo Europeo se basa en Tribunales o Cortes de Cuentas, que no obstante ser verdaderos tribunales que actúan de manera colegiada, con magistrados inamovibles, son a la vez órganos que dependen en su mayoría del Parlamento.

			En el caso de Francia funciona como un verdadero tribunal, ejerciendo funciones jurisdiccionales. Sus miembros gozan de garantías efectivas de independencia para asegurar su libre funcionamiento. A esta Corte le corresponde fiscalizar el adecuado uso y destino de las cuentas públicas y su eficacia, es decir, no sólo que el dinero se utilice para lo que fue destinado en el presupuesto, sino que su aplicación asegure el mayor impacto social posible. Este esquema se reproduce en el nivel regional de gobierno. Es importante hacer notar que la Corte tiene facultades para exigir la devolución de recursos mal aplicados y sancionar mediante la imposición de multas a los funcionarios. 

			En Italia por su parte, la Corte es un órgano auxiliar que según la Constitución, tiene asignada la función de control preventivo de la legalidad de los actos del gobierno y, posteriormente, la fiscalización de la gestión y desembolso del presupuesto. Asimismo, tiene asegurada constitucionalmente su independencia respecto al gobierno y los demás poderes del Estado.

			En España el Tribunal de Cuentas, aunque depende de las Cortes Generales, esto es, del Parlamento, es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y la gestión económica y financiera del sector público. Al igual que sus pares continentales, ejerce la jurisdicción contable. Además, se encarga de la fiscalización del dinero de los partidos políticos y de las campañas electorales. El tribunal funciona en forma independiente. La dependencia frente al Parlamento tiene que ver exclusivamente con la forma en que son nombrados sus miembros, quienes gozan de la misma independencia e inamovilidad y están sometidos a las mismas incompatibilidades que los jueces3.

			Modelo Estadounidense

			El modelo estadounidense se basa en la integración de Auditorias o Contralorías generales, y no de tribunales como el europeo, y en él se enmarcan la mayoría de los países del Common Law anglosajón, como Australia, Canadá, Estados Unidos o Inglaterra, y de América Latina, con excepción de Brasil.

			Este modelo de fiscalización de los recursos públicos, está bajo una dirección unipersonal o, incluso, bajo un Órgano de Dirección; las auditorías forman parte del Poder Legislativo, aunque cuentan con autonomía técnica y operativa. Sus titulares son igualmente inamovibles y sus periodos fluctúan entre 8 y 15 años dependiendo de cada país4.

			A pesar de las diferencias entre los modelos europeo y estadounidense, ambos se destacan por hacer énfasis en la autonomía. Se trata de una independencia doble. Por un lado, en cuanto a su integración orgánica frente, sobre todo, al Ejecutivo, que es, en sus múltiples organismos, el principal destinatario del control y la fiscalización. Por el otro, una de carácter funcional o técnica, es decir, tiene potestad para determinar los procedimientos por seguir en las auditorias y el alcance de las mismas, y qué programas y entidades van a fiscalizar. En la mayoría de los casos, igualmente, los órganos encargados de la fiscalización son responsables ante los parlamentos o congresos a los cuales rinden los informes de sus investigaciones y los dictámenes de la Cuenta Pública y de las auditorías especiales llevadas a cabo.

			Además, las diferencias estructurales de los modelos, aunque son importantes, no deben resultar significativas a la hora de auditar y analizar los resultados de las Cuentas Públicas. Es de esta misma forma de pensar la INTOSAI, que en su Declaración de Lima de Directrices sobre Preceptos de la Auditoría aprobada en 1977, estableció normas muy elevadas y generales, que van más allá de los modelos propios de organización. Lo importante, para la INTOSAI, es el cumplimiento de dichas normas - entre las cuales merecen un énfasis especial la independencia de los órganos de fiscalización con respecto a las demás entidades de la Administración y un entorno democrático- constituye uno de los objetivos permanentes que se han propuesto la INTOSAI y sus miembros. La razón de todo ello, la encontramos en el panfleto de la INTOSAI: “todos los que propugnen sinceramente la necesidad de la auditoria gubernamental no pueden menos que defender su independencia, y de hecho, la implementación jurídica de esta independencia sólo puede protegerse en el seno de una auténtica democracia. Por lo tanto, la auditoría gubernamental, la independencia y la democracia forman una unidad indivisible, y son un requisito indispensable para que las órganos de fiscalización lleven a cabo sus tareas de un modo eficaz. En consecuencia, es natural que el avance de la democratización haya dado como fruto el surgimiento de entidades de auditoría independientes en países que han pasado por procesos de reforma”5.

			Características de los órganos de fiscalización

			Las características más importantes de los órganos de fiscalización que inciden en su desempeño, son:

			
					Oportunidad en la revisión;

					Plenas facultades de autoridad administrativa para fiscalizar y sancionar;

					No hay límites respecto a la cobertura sobre el gobierno, empresas o entidades públicas por auditar;

					Tienen garantías constitucionales y legales para ser órganos técnicos e imparciales, además de apolíticos y apartidistas; y

					Se evita cualquier interferencia en su funcionamiento técnico, y como consecuencia de todo lo anterior gozan de plena autonomía de gestión.

			

			Así, un órgano de tales características es vital. Su importancia es incalculable para hacer realidad el control y la rendición de cuentas en una democracia. Sin embargo, al igual que cualquier otro órgano de fiscalización, debe distinguirse por los criterios siguientes6:

			
					
Inmediatez. Es decir, deben estar establecidos y configurados directamente en la Constitución;

					
Esencialidad. Son necesarios para el Estado democrático de derecho contemporáneo;

					
Dirección política. Participan en la dirección política del Estado y de ellos emanan actos ejecutivos, legislativos o jurisdiccionales, que contribuyen a orientar de modo decisivo el proceso de toma de decisiones del Estado;

					
Paridad de rango. Mantienen con los otros órganos del Estado relaciones de coordinación (cada uno es supremo en su orden e independiente en sus funciones); y

					
Autonomía. Generalmente poseen autonomía orgánica y funcional, y en ocasiones presupuestaria.

			

			Así, pues llegamos a la necesidad de justificar la fiscalización. Quizá la respuesta tenga que ver con la propia naturaleza del ser humano y su “inclinación” a incumplir con sus obligaciones y deberes tributarios. La fiscalización o inspección, como algunos prefieren llamarla tiene la finalidad de influir en el ánimo de las instituciones a efecto de que en lo sucesivo asuman conductas conformes a derecho. Si bien, no es la única herramienta anti–corrupción si es una herramienta importante en el combate a la corrupción administrativa.

			Alcanzar la meta asignada a la fiscalización no constituye tarea fácil ni es posible obtenerla de un solo golpe. Normalmente la fiscalización comprende una gran diversidad de acciones llevadas a cabo por la administración hacendaria y que tienen por finalidad arribar a una serie de metas intermedias, que sumadas nos darán el gran objetivo de la fiscalización, que es supervisar la conducta de las instituciones públicas.

			Pretender que la función de fiscalización en forma directa abarque a la totalidad de los Instituciones constituye tarea más que imposible, habida cuenta del crecimiento desmesurado del gubernamental. Ante tal imposibilidad se impone la adopción de ciertos criterios de carácter selectivo que permitan por una parte, elegir en la mejor forma posible, al ente público a fiscalizar en forma directa y por la otra que tal acción fiscalizadora genere los efectos deseados sobre el resto de los contribuyentes, o dicho en otras palabras, lo que debe tener muy en cuenta la autoridad fiscalizadora es que ante la imposibilidad de fiscalizar en forma directa a la totalidad de las Instituciones se deben elegir y utilizar criterios de selección, que los sujetos fiscalizados tengan tales características que la acción fiscalizadora genere la consecuencia deseada sobre ellos y el resto. Así, el proceso de fiscalización gubernamental debe cumplir con algunos pasos básicos:

			
					
La Identificacion del Universo. Antes de ni siquiera pensar en cuantificar o medir el grado de evasión o gravedad de los niveles de incumplimiento del ejercicio del gasto, se impone como una primera tarea de toda área de fiscalización la de lograr la identificación de todas las instituciones, para lo cual la administración deberá de disponer de registros confiables. Dentro de esta primera tarea el objetivo a alcanzar consistirá precisamente, en actualizar la información a efecto de que el universo identificado por la administración, coincida con el del gobierno en su conjunto.

					
Detectar el Incumplimiento de Obligaciones y Deberes. Una vez identificada la totalidad de las Instituciones, se impone como siguiente tarea, la de constatar y verificar el cumplimiento de las obligaciones y deberes por parte de los sujetos obligados. Normalmente esta etapa se limita simplemente a la constatación del cumplimiento del deber formal de declarar o de presentar avisos, manifestaciones, etc. Dentro de esta etapa, la función de los órganos fiscalizadores será precisamente hacer que se compruebe eficientemente el gasto.

					
Detectar Incorrecciones y Falsedades. Es evidente que no con comprobar que las instituciones eroguen se satisface la aspiración de la administración hacendaria, pero es importante como siguiente paso descubrir las incorrecciones y eventualmente falsedades y errores contenidos en las declaraciones, lo anterior con el objeto de eliminar o al menos reducir la brecha que media entre gasto ejercido y gasto ejercido correctamente. Esta fase es la que indudablemente presenta un mayor grado de dificultad para las autoridades fiscalizadoras, precisamente por lo difícil que resulta detectar las citadas anomalías. Identificar a la Institución que ha cumplido en su deber, es tarea hasta cierto punto sencilla y mecánica, en cambio descubrir sus errores y sus fallos en el ejercicio del gasto presupone un mayor grado de dificultad.

			

			Es indiscutible que el objetivo que persigue la administración hacendaria a través de su función fiscalizadora, es reducir al mínimo la corrupción, provocando en las instituciones el cumplimiento cabal del gasto que se les encomendó para atender las necesidades de la ciudadanía. Lo que se pretende es detectar la posible corrupción, proceder a la determinación de los daños al erario público y finalmente fincar responsabilidades a los que resulten culpables.

			La fiscalización en México

			México tiene una rica y vasta experiencia en cuestiones de fiscalización. A grandes rasgos, los principales hechos en la historia de la fiscalización mexicana son:

			[image: ]

			Esta experiencia muestra el tránsito que institucionalmente se ha recorrido por hacer de la fiscalización superior un instrumento efectivo de promoción de la cultura de rendición de cuentas. Los antecedentes más remotos de la fiscalización en México, se remontan al año de 1453, año en que se crea el Tribunal Mayor de Cuentas de España. 

			Posteriormente, en 1605, Felipe III, Rey de España, fundó los Tribunales de Cuentas en América. Estos tribunales tenían la función de revisar el estado de la Hacienda Real y emitir una memoria relativa a la Cuenta General que contenía las observaciones y propuestas de reformas a que daba lugar la revisión de la recaudación y aplicación de los fondos públicos. Se puede afirmar que durante la época colonial el Tribunal de Cuentas desarrolló su función como órgano de revisión de los fondos públicos, constituidos por los destinados a cubrir el presupuesto (masa común), los que se enviaban a España (remisible) y los administrados (ramos ajenos).

			Ya establecida la República, el Soberano Congreso Constituyente, comprendió la necesidad de crear un organismo dependiente de éste, para que velara por el buen uso de la hacienda pública. El Decreto del 16 de noviembre de 1824 instauró la Contaduría Mayor de Hacienda bajo dependencia exclusiva de la Cámara de Diputados, con base en el Artículo 50 Fracción VII de la Constitución de 1824, que establecía la facultad de “tomar anualmente cuentas al gobierno”. El 28 de mayo de 1826 se expidió un Decreto sobre la Memoria del Ministro de Hacienda, el cual precisaba de una manera amplia y categórica las facultades de la Contaduría Mayor de Hacienda, para la glosa y revisión de cuentas, a fin de formular las observaciones a partir de los resultados que ocurrieran en el examen y realizar las reclamaciones del caso para los reparos; también se le facultaba para intervenir en los cortes de caja. En la Constitución de 1857, se reconoce la facultad del Poder Legislativo para fiscalizar los gastos públicos; por tanto, se confirma la existencia de la CMHALDF en el Artículo 72 fracción XXIX. En 1862 se faculta a este organismo, mediante decreto, para solicitar todo tipo de información necesaria para las revisiones. El 29 de mayo de 1896 se expidió una nueva Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, precisando sus funciones de glosa, a la vez modificada el 6 de junio de 1904 para señalar cuándo los funcionarios del fuero federal incurren en delitos fiscales.

			La Constitución de 1917 estableció amplias facultades fiscalizadoras del Legislativo. Las leyes del 26 de marzo y del 4 de abril de 1928, facultaron al Contador Mayor de Hacienda para autorizar los cortes de caja mensuales de la Tesorería General de la Federación y para expedir los correspondientes finiquitos, sin perjuicio de la posterior resolución del Congreso; más tarde, en octubre de 1930 se previno que los libros que llevara la Tesorería General de la Nación fueran autorizados por el Contador Mayor de Hacienda. En 1936 se expide una nueva Ley Orgánica de la CMHALDF, que con diversas modificaciones estuvo vigente hasta 1978; mediante el Decreto publicado el 30 de diciembre de 1963, los artículos 27 y 28 de la Ley Orgánica de 1936 sufren reformas; en virtud de dicho decreto, las oficinas del Ejecutivo de la Federación y todas aquellas que de acuerdo con la ley deben presentar la cuenta anual, debían remitir a la CMHALDF los estados de contabilidad que resumieran sus cuentas anuales, debiendo conservar a disposición de la Contaduría los documentos comprobatorios originales así como los libros de contabilidad respectivos para su revisión, glosa y consulta. En virtud de las reformas, la Contaduría Mayor de Hacienda, podía no solamente realizar visitas, sino incluso auditorías a las diversas oficinas, así como se le facultaba para solicitar datos, informes y documentación en general a las entidades del sector público, así como a las empresas privadas o particulares que de alguna manera hubieran participado en operaciones de ingreso y el gasto público federal. Al expedirse con fecha 29 de diciembre de 1978 una nueva Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, se abrió una etapa más clara en el devenir histórico de este importante organismo, acorde con los requerimientos de otras reformas administrativas y políticas puestas en marcha; este instrumento jurídico, que estableció las bases de organización y atribuciones a cargo de la CMHALDF, como órgano técnico de la H. Cámara de Diputados, para la revisión de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal, estuvo vigente hasta el año 2000. 

			Las características fundamentales y la evolución de la fiscalización superior en México en los últimos años, pueden apreciarse a partir de la revisión de las atribuciones de la Contaduría Mayor de Hacienda que estaban establecidas en la Constitución y su Ley Orgánica, vigentes hasta el año 2000 y las que asigna la reforma a la Constitución —realizada en 1999— a la entidad de fiscalización superior de la Cámara de Diputados, denominada por la Ley de Fiscalización Superior de la Federación del año 2000 como Auditoría Superior de la Federación. 

			Las citadas reformas le dieron a la fiscalización rango constitucional, y a la ASF mayor autonomía de gestión y técnica, así como la facultad de integrar el informe de avance de la gestión financiera al proceso de fiscalización, y la ampliación del margen de revisión de la cuenta pública. 

			Asimismo, se establece a la ASF la obligación de publicar los resultados derivados de la fiscalización, facultándola para determinar responsabilidades y aplicar las sanciones que procedan conforme a la ley; así como para celebrar convenios de fiscalización con las entidades federativas y realizar auditorías excepcionales.

			Con relación al gasto público, la Cámara de Diputados delega la vigilancia y control a la ASF a través de la Comisión de Vigilancia. Este hecho es el que da origen y sustento a todo el proceso de fiscalización.

			Finalmente, la ASF rinde un informe de resultados a la Cámara de Diputados, donde se incluyen observaciones sobre posibles procedimientos iniciados para fincar responsabilidades e imposición de sanciones.

			Por qué es necesaria la fiscalización:

			El estado de la transparencia en el gobierno mexicano

			En México, en 1977 se hizo una reforma constitucional que establece que el derecho a la información será garantizado por el Estado. En el año de 2002 fue aprobada y puesta en vigor la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, la cual obliga al Gobierno Federal a poner a disposición del público a través de medios electrónicos, de manera clara y completa, información relevante del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial federal, así como órganos constitucionales autónomos, tribunales administrativos federales, y cualquier otro órgano federal. 

			Dentro de las reformas fiscales de 2000 se estableció la obligación de la ASF de publicar y difundir los informes de los resultados de la fiscalización para darle carácter público, lo que hace transparente el proceso de fiscalización. En el ámbito estatal, ocho estados incluyen en sus constituciones la incorporación de la transparencia en su proceso de fiscalización.

			Al 15 de agosto de 2003, doce entidades federativas contaban con una Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

			1. Un problema relevante: la falta de armonía en el manejo de la información hacendaría. Parte sustantiva de la transparencia la constituye la calidad de la información que se procesa y pone a disposición de la sociedad en general, en todo lo relativo a la gestión pública. En este sentido, la armonización de los sistemas de información juega un papel relevante, ya que permite al lector poder comparar de una entidad a otra, e inclusive, de un país a otro, los datos que son de su interés para los fines que a él convengan.

			Con respecto a la información contenida en las cuentas públicas de las entidades federativas de 2001 y 2003, de conformidad con un análisis formulado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), se detectó que varias entidades federativas no desglosan algunos ingresos, como: Impuestos, ingresos no tributarios, participaciones, incentivos, aportaciones federales o ingresos extraordinarios. Lo mismo sucedió en egresos, principalmente en participaciones y transferencia a municipios y organismos y en deuda pública.

			En lo relativo al tipo de clasificación utilizada en los presupuestos de egresos correspondiente al ejercicio fiscal 2003 de las entidades federativas, destaca que 18 entidades utilizan la clasificación administrativa, combinándola con otros tipos, como son: económica, 18; por programas, 10; por poderes, 7; por ramo presupuestal, 6; funcional, 4 y sectorial, 1. 

			2. Transparencia del Gobierno Federal. El Fondo Monetario Internacional (FMI) realizó un estudio en el año 2002 sobre la observancia de Códigos y Normas de Transparencia Fiscal por parte del gobierno federal, en el cual se evaluaron principalmente cuatro puntos especiales, encontrándose avances significativos en ellos. Los cuatro grandes aspectos materia de evaluación fueron: 

			
					Claridad en los roles y responsabilidades

					Disponibilidad de Información Pública

					Preparación presupuestal abierta, ejecución y reporte.

					Medidas de Integridad. 

			

			No obstante lo mencionado anteriormente, debe señalarse que, de conformidad con el Índice de Percepciones de Corrupción 2004 de TI, México ocupa el rango 64 en la percepción que la ciudadanía tiene en esta materia de sus gobiernos, de un total de 145 países evaluados. Sin embargo, su puntaje en uno de los más bajos posibles: 3.1 de un total de 10 puntos posibles, incluso por debajo de países como Namibia, Botswana o Surinam7. 

			3. La rendición de cuentas en México. Desde la Guerra de Independencia hasta la década de los ochenta, no obstante los intentos por instrumentar legal y operativamente la rendición de cuentas, por diversas razones no se vio materializado este propósito. Es hasta inicios de los noventa cuando se incrementó en México el uso de este término debido a dos condiciones: en primer lugar, se refería a las presiones sociales, institucionales e, incluso internacionales, para transitar de un gobierno con tendencias autoritarias hacia uno democrático; y en segundo lugar, porque las elecciones intermedias para la conformación del Congreso en 1997 rompieron el esquema de presidencialismo y derivaron, por primera vez desde 1929, en un gobierno dividido, es decir, una situación en la cual el titular del Ejecutivo no contaba con una mayoría parlamentaria. De tal suerte, los legisladores de oposición exigían cuentas —horizontalmente— del quehacer presidencial. 

			En el ámbito federal, el poder ejecutivo rinde cuentas ante la Cámara de Diputados, que representa los intereses de la sociedad, mediante la entrega de la Cuenta Pública e Informes de Avances de la Gestión Financiera, que se elaboran con base en la información proporcionada por las entidades públicas federales y demás entidades fiscalizadas. Además, tiene la obligación legal de entregar reportes trimestrales de la situación económica de las finanzas y deuda pública.

			En el ámbito estatal, tanto el gobierno de cada estado como los municipios tienen la obligación de entregar la Cuenta Pública a su Congreso local, de manera similar a la Federación. Sin embargo, como ya se apuntó anteriormente, hay una gran variabilidad en la materia: Siete entidades establecen además la obligación de entregar un Avance de la Gestión Financiera (IAGF), mientras que en Michoacán se entregan informes trimestrales y en Durango sólo se menciona la entrega de informes preliminares, por ejemplo.

			La presentación de la cuenta pública a los Congresos Locales constituye, en la mayoría de los casos, el punto de partida del proceso anual de fiscalización legislativa de la hacienda pública estatal. Una vez en el Congreso, se turna al Órgano de Fiscalización del Estado (OFE) para su revisión y dictamen y se establece entonces comunicación con las diferentes dependencias para la solicitud de información o para realizar visitas domiciliarias a fin de corroborar la veracidad de la cuenta pública.

			En cuanto a la periodicidad de la revisión de las Cuentas Públicas; en cuatro estados se hace de manera mensual, en seis trimestral y en el resto la revisión es anual.

			Instituciones y Órganos de Fiscalización

			En la Administración Pública en México ha sido el Poder Ejecutivo el que ha diseñado y estructurado los espacios institucionales del control interno, como un elemento fundamental en la rendición de cuentas de la gestión pública8.

			En otro sentido, pero bajo las mismas características, se han establecido los mecanismos de control interno en las entidades del país, y con mucho menores posibilidades, por razones fáciles de entender, en el nivel de la gestión municipal. 

			Sin embargo, para dar contenido a la división de poderes, el esquema en los dos niveles de gobierno reservó al Poder Legislativo la facultad de la revisión del gasto público, y la sanción final a la aplicación de los recursos. Esta función de control externo, realizada por el Poder Legislativo de los entes de fiscalización (en algunos estados Contaduría Mayor de Hacienda), es la que hoy conocemos como fiscalización superior. 

			1. La fiscalización a nivel Federal

			
					
Auditoría Superior de la Federación (ASF). La Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Cámara de Diputados fijaba como objetivo principal, la revisión de la Cuenta Pública del Gobierno Federal, ejerciendo funciones de contraloría y, con tal motivo, le asignaba las atribuciones de revisión y auditoria que se concretaban en la rendición de un informe previo, dentro de los diez primeros días del mes de noviembre siguiente a la presentación de la Cuenta Pública (junio del mes siguiente al ejercicio) y el informe sobre el resultado de la revisión de esa Cuenta, el cual remitiría en los diez primeros días del mes de septiembre del año siguiente al de su recepción. Se le asignaba también la atribución de fiscalizar los subsidios, especificando que en el caso de los municipios, la fiscalización se hará por conducto del Gobierno de la entidad federativa correspondiente. En cuanto al fincamiento de responsabilidades, se le atribuía el promoverlas ante las autoridades competentes.La nueva correlación de fuerzas políticas en el país y particularmente la conformación del Congreso Federal que surgió de las elecciones de 1997, puso sobre la mesa las discusiones los grandes asuntos nacionales. Uno de ellos fue, justamente, las negociaciones que se dieron entre los partidos para someter una iniciativa ante el Congreso de la Unión para crear el órgano llamado Auditoría Superior de la Federación. Su objetivo es claro: una instancia nombrada por el Poder Legislativo, aunque independiente y autónomo en funcionamiento y recursos, para encargarse de fiscalizar la Hacienda Pública y con atribuciones para penalizar la mala utilización de los recursos de la federación.

La iniciativa para crear dicho Órgano fue enviada al Congreso por el Presidente Zedillo en noviembre de 1995 misma que, meses después, quedó congelada por falta de consensos.

Sin embargo, la verdadera causa que impidió en ese tiempo su aprobación se debió al hecho de que la iniciativa presidencial proponía que fuera el Ejecutivo el que nombrara a la directiva del mismo, mientras que el Legislativo argumentaba que esa decisión es parte intransferible de su competencia. Como se observa, la diferencia no fue cuestión de nimiedad. En el proceso legislativo para las reformas al marco jurídico vigente se enfatizó el principio de salvaguardar la autonomía técnica, operativa, administrativa y financiera de la entidad de fiscalización superior de la Federación y ejercer el control externo en forma posterior al desempeño del gobierno, a fin de evitar corresponsabilidad o participación en actos del Poder Ejecutivo y designar a las autoridades del órgano técnico con estricta independencia de consideraciones partidistas, salvaguardando también el principio de inamovilidad, por periodos diferentes a los cambios del Poder Ejecutivo y del propio Legislativo. También se contempló la necesidad de otorgar facultades a la entidad de fiscalización superior de la Federación, para la pronta y expedita atención de responsabilidades administrativas de contenido resarcitorio, así como el fortalecimiento de sus atribuciones para agilizar y lograr eficazmente la promoción en el fincamiento de responsabilidades. Por último, la importancia de incorporar en la reforma la facultad de fiscalizar el uso de los recursos federales en los diversos ámbitos de su ejercicio, y la de celebrar convenios sobre fiscalización con los órganos homólogos de las legislaturas estatales, cuidando el principio de soberanía estatal.







OEBPS/Images/Logo_mexico.png
innovacién editori @Iagares
M_E X I C O





OEBPS/Images/Fiscalizacion.jpg
Experiencias
de Fiscalizacién

El largo camino hacia la Auditorfa
Superior del Distrito Federal

B

Pablo Trejo Pérez






OEBPS/Images/galma.jpg





OEBPS/Images/2.jpg
PRINCIPALES HECHOS DE LA FISCALIZACION EN MEXICO
1453 | Se crea el Tribunal Mayor de Cuentas de Espana.
1605 | Felipe III, Rey de Espana, fundé los Tribunales de Cuentas en

América. Estos tribunales tenfan la funcién de revisar el estado de

la Hacienda Real y emitir una memoria relativa a la Cuenta General
que contenia las observaciones y propuestas de reformas a que daba
lugar la revisién de la recaudacién y aplicacién de los fondos ptblicos.

1824 | Se emite el Decreto Arreglo de la Administracién Publica con el cual
se suprime el Tribunal Mayor de Cuentas de la Nueva Espana y se
crea la Contaduria Mayor de Hacienda.

1843 | Supresién de la Contaduria Mayor de Hacienda y se restaura el
antiguo Tribunal de Cuentas.

1857 | Con la Constitucién de 1857 se restablece una vez mas la Contaduria
Mayor de Hacienda que dura hasta nuestros dias.

1876 | El presidente Judrez, promulga la primera Ley Orgdnica de la
Contaduria Mayor de Hacienda.

1917 | El Presidente Carranza crea el Departamento de Contralorfa separado

de la Secretarfa de Hacienda y Crédito Publico.

1933 | Queda suprimido el Departamento de Contraloria y se traspasan las
funciones a la Tesorerfa de la Federacidn.

1978 | Se promulga la nueva Ley Orgdnica de la Contaduria Mayor de
Hacienda del H. Congreso de la Unién.

1981 | Durante el régimen de Miguel de la Madrid es creada la Secretaria de

la Contraloria General de la Federacién.

1994 | Con el Presidente Zedillo se ajustan funciones y atribuciones bajo el
nombre de Secretaria de Contraloria y Desarrollo Administrativo del

Poder Ejecutivo del Gobierno Federal.

1999 | Se aprueba una reforma constitucional que cambia de denominacién
a la recién desaparecida Contaduria Mayor de Hacienda para
transformarla en Entidad de Fiscalizacién Superior de la Federacién

dotada de mayor autonomia técnica y de gestion.

FUENTE: Elaboracién propia a partir de La lucha contra la corrupcién en México; Haro Belchez Guillermo. www.clad.org.ve
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